
PROPOSICIONES  AL PL No. 369 de 2021 CÁMARA – 341 DE 2020 SENADO 
“POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS EN MATERIA DE 
TRANSPARENCIA, PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 
PROPOSICIÓN DE MODIFICACIÓN 

 

• Modifíquese el artículo 13, el cual quedará así: 
 

ARTÍCULO ORIGINAL MODIFICACIÓN PROPUESTA 

ARTÍCULO 13. ENTIDADES CON 
ACCESO AL REGISTRO ÚNICO DE 
BENEFICIARIOS FINALES. Se 
permite y garantiza el acceso al 
Registro Único de Beneficiarios Finales 
únicamente a las siguientes entidades 
que en cumplimiento de sus funciones 
legales y Constitucionales ejerzan 
inspección, vigilancia y control o tengan 
funciones de investigación fiscal o 
disciplinarias u orientadas a combatir el 
lavado de activos, financiación del 
terrorismo, soborno trasnacional, 
conglomerados e intervención por 
captación no autorizada: 
 
1. Contraloría General de la República. 
2. Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales - DIAN. 
3. Fiscalía General de la Nación. 
4. Superintendencia de Sociedades de 
Colombia. 
5. Superintendencia Financiera de 
Colombia. 
6. Procuraduría General de la Nación. 
7. Unidad de Información y Análisis 
Financiero UIAF. 

ARTÍCULO 13. ENTIDADES CON 
ACCESO AL REGISTRO ÚNICO DE 
BENEFICIARIOS FINALES. Se 
permite y garantiza el acceso al 
Registro Único de Beneficiarios Finales 
únicamente a las siguientes entidades 
que en cumplimiento de sus funciones 
legales y Constitucionales ejerzan 
inspección, vigilancia y control o tengan 
funciones de investigación fiscal o 
disciplinarias u orientadas a combatir el 
lavado de activos, financiación del 
terrorismo, soborno trasnacional, 
conglomerados e intervención por 
captación no autorizada: 
 
1. Contraloría General de la República. 
2. Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales - DIAN. 
3. Fiscalía General de la Nación. 
4. Superintendencia de Sociedades de 
Colombia. 
5. Superintendencia Financiera de 
Colombia. 
6. Procuraduría General de la Nación. 
7. Unidad de Información y Análisis 
Financiero UIAF. 
 
Parágrafo: Lo anterior no implica una 
prohibición para que cualquier 
miembro de la sociedad civil  puede 
acceder a esta registro, el Gobierno 
Nacional regulará la materia. 

 
 



 
 FABIÁN DÍAZ PLATA  
Representante a la Cámara  
Departamento de Santander 

 
PROPOSICIÓN DE MODIFICACIÓN 

 
 

• Modifíquese el artículo 21, el cual quedará así: 
 

ARTÍCULO ORIGINAL MODIFICACIÓN PROPUESTA 

ARTÍCULO 21. Modifíquese el artículo 
5 de la Ley 1778 de 2016, el cual 
quedará así: 
  
Artículo 5°. Sanciones. La 
Superintendencia de Sociedades 
impondrá una o varias de las 
siguientes sanciones a las personas 
jurídicas que incurran en las conductas 
enunciadas en el artículo 2° de esta 
ley. La imposición de las sanciones se 
realizará mediante resolución 
motivada, de acuerdo con los criterios 
de graduación previstos en el artículo 
7° de la presente ley: 
  
1. Multa de hasta doscientos mil 
(200.000) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes, a la que se le sumará 
el mayor valor entre el beneficio 
obtenido o pretendido. La autoridad 
competente tendrá en cuenta para la 
imposición de la multa, la capacidad 
patrimonial de la persona jurídica, 
actuando con especial precaución 
cuando se trate de pymes y mipymes. 
 
2. Inhabilidad para contratar con el 
Estado colombiano por un término de 
hasta veinte (20) años. La inhabilidad 
para contratar con el Estado iniciará a 
partir de la fecha en que la resolución 

ARTÍCULO 21. Modifíquese el artículo 
5 de la Ley 1778 de 2016, el cual 
quedará así: 
  
Artículo 5°. Sanciones. La 
Superintendencia de Sociedades 
impondrá una o varias de las 
siguientes sanciones a las personas 
jurídicas que incurran en las conductas 
enunciadas en el artículo 2° de esta 
ley. La imposición de las sanciones se 
realizará mediante resolución 
motivada, de acuerdo con los criterios 
de graduación previstos en el artículo 
7° de la presente ley: 
  
1. Multa de hasta doscientos mil 
(200.000) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes, a la que se le sumará 
el mayor valor entre el beneficio 
obtenido o pretendido. La autoridad 
competente tendrá en cuenta para la 
imposición de la multa, la capacidad 
patrimonial de la persona jurídica, 
actuando con especial precaución 
cuando se trate de pymes y mipymes. 
 
2. Inhabilidad para contratar con el 
Estado colombiano por un término de 
hasta veinte (20) años. La inhabilidad 
para contratar con el Estado iniciará a 
partir de la fecha en que la resolución 



sancionatoria se encuentre 
ejecutoriada. Esta inhabilidad será 
impuesta a las personas jurídicas, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 8° 
de la Ley 80 de 1993 o la norma que la 
modifique o derogue. 
  
3. Publicación en medios de amplia 
circulación y en la página web de la 
persona jurídica sancionada de un 
extracto de la decisión administrativa 
sancionatoria por un tiempo máximo 
de un (1) año. La persona jurídica 
sancionada asumirá los costos de esa 
publicación. 
  
4. Prohibición de recibir cualquier tipo 
de incentivo o subsidios del Gobierno, 
en un plazo de diez (10) años. 

Parágrafo. Una vez ejecutoriado el 
acto administrativo por medio del cual 
se impongan las sanciones de que trata 
esta Ley, este deberá́ inscribirse en el 
registro mercantil de la persona jurídica 
sancionada. 

  
La Superintendencia de Sociedades 
remitirá́ el acto administrativo a la 
Cámara de Comercio del domicilio de la 
persona jurídica o a la 
Superintendencia Financiera de 
Colombia, según sea el caso, para su 
inscripción en el registro 
correspondiente a fin de que esta 
información se refleje en el 
correspondiente certificado de 
existencia y representación legal. 
  
En el caso de personas que no tienen la 
obligación de tener el registro mercantil 
que llevan las Cámaras de Comercio, el 
acto administrativo sancionatorio se 
remitirá́ al ente de control que los 
supervisa o vigila, con el fin de que lo 
publique en su página web. La 

sancionatoria se encuentre 
ejecutoriada. Esta inhabilidad será 
impuesta a las personas jurídicas, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 8° 
de la Ley 80 de 1993 o la norma que la 
modifique o derogue. 
  
3. Publicación en medios de amplia 
circulación y en la página web de la 
persona jurídica sancionada de un 
extracto de la decisión administrativa 
sancionatoria por un tiempo máximo 
de un (1) año. La persona jurídica 
sancionada asumirá los costos de esa 
publicación. 
  
4. Prohibición de recibir cualquier tipo 
de incentivo o subsidios del Gobierno, 
en un plazo de veinte (20) años. 

Parágrafo. Una vez ejecutoriado el 
acto administrativo por medio del cual 
se impongan las sanciones de que trata 
esta Ley, este deberá́ inscribirse en el 
registro mercantil de la persona jurídica 
sancionada. 

  
La Superintendencia de Sociedades 
remitirá́ el acto administrativo a la 
Cámara de Comercio del domicilio de la 
persona jurídica o a la 
Superintendencia Financiera de 
Colombia, según sea el caso, para su 
inscripción en el registro 
correspondiente a fin de que esta 
información se refleje en el 
correspondiente certificado de 
existencia y representación legal. 
  
En el caso de personas que no tienen la 
obligación de tener el registro mercantil 
que llevan las Cámaras de Comercio, el 
acto administrativo sancionatorio se 
remitirá́ al ente de control que los 
supervisa o vigila, con el fin de que lo 
publique en su página web. La 



publicación deberá́ realizarse en un 
aparte que se destine exclusivamente a 
la divulgación de los nombres y número 
de identificación tributaria de las 
personas que hayan sido sancionadas 
de conformidad con esta Ley. 
 

publicación deberá́ realizarse en un 
aparte que se destine exclusivamente a 
la divulgación de los nombres y número 
de identificación tributaria de las 
personas que hayan sido sancionadas 
de conformidad con esta Ley. 
 

 

 
 FABIÁN DÍAZ PLATA  
Representante a la Cámara  
Departamento de Santander 

 
PROPOSICIÓN DE MODIFICACIÓN 

 

• Modifíquese el artículo 30, el cual quedará así: 
 

ARTÍCULO ORIGINAL MODIFICACIÓN PROPUESTA 

ARTÍCULO 30. Modifíquese el artículo 
71 de la Ley 1474 de 2011, el cual 
quedará así: 
 
Artículo 71. Reuniones de la 
Comisión Nacional de Moralización 
y la Comisión Ciudadana. La 
Comisión Nacional de Moralización y la 
Comisión Ciudadana deberán reunirse 
al menos dos (2) veces al año y 
entregar a fin de año un informe de sus 
actividades y resultados, el cual será́́ 
público y podrá ser consultado en la 
página de Internet de todas las 
entidades que conforman esta 
Comisión. 
 

ARTÍCULO 30. Modifíquese el artículo 
71 de la Ley 1474 de 2011, el cual 
quedará así: 
 
Artículo 71. Reuniones de la 
Comisión Nacional de Moralización 
y la Comisión Ciudadana. La 
Comisión Nacional de Moralización y la 
Comisión Ciudadana deberán reunirse 
al menos trimestralmente y entregar a 
fin de año un informe de sus 
actividades y resultados, el cual será́́ 
público y podrá ser consultado en la 
página de Internet de todas las 
entidades que conforman esta 
Comisión. 
 

 

 
 FABIÁN DÍAZ PLATA  
Representante a la Cámara  
Departamento de Santander 



PROPOSICIÓN DE MODIFICACIÓN 
 
 

• Modifíquese el artículo 32, el cual quedará así: 
 

ARTÍCULO ORIGINAL MODIFICACIÓN PROPUESTA 

ARTÍCULO 32. La Secretaría de 
Transparencia de la Presidencia de la 
República podrá realizar 
recomendaciones a las oficinas de 
Control Disciplinario Interno 
relacionadas con modalidades de 
corrupción, sobre metodologías de 
investigación disciplinaria y podrá 
solicitar información. 
 
Así mismo, la Secretaría de 
Transparencia de la República alertará 
a las Oficinas de Control Disciplinario 
Interno sobre aquellas situaciones que 
denoten posibles riesgos de corrupción 
con el fin de que focalicen el ejercicio 
de sus funciones. Esta competencia de 
la Secretaría podrá ejercerse de oficio 
o a petición de parte.  
 
Parágrafo. El ejercicio de las 
actividades de acompañamiento no 
implica el desplazamiento de las 
competencias asignadas por la ley a las 
Oficinas de Control Disciplinario 
Interno, ni podrán afectar su autonomía 
e independencia. 
 

ARTÍCULO 32. La Secretaría de 
Transparencia de la Presidencia de la 
República podrá realizar 
recomendaciones a las oficinas de 
Control Disciplinario Interno del orden 
nacional y territorial relacionadas con 
modalidades de corrupción, sobre 
metodologías de investigación 
disciplinaria y podrá solicitar 
información. 
 
Así mismo, la Secretaría de 
Transparencia de la República alertará 
a las Oficinas de Control Disciplinario 
Interno del orden nacional y 
territorial sobre aquellas situaciones 
que denoten posibles riesgos de 
corrupción con el fin de que focalicen 
el ejercicio de sus funciones. Esta 
competencia de la Secretaría podrá 
ejercerse de oficio o a petición de 
parte.  
 
Parágrafo. El ejercicio de las 
actividades de acompañamiento no 
implica el desplazamiento de las 
competencias asignadas por la ley a las 
Oficinas de Control Disciplinario Interno 
del orden nacional y territorial, ni 
podrán afectar su autonomía e 
independencia. 
 

 

 
 FABIÁN DÍAZ PLATA  
Representante a la Cámara  
Departamento de Santander 

 



PROPOSICIÓN DE ELIMINACIÓN 
 

• Elimínese el artículo 68: 
 
 ARTÍCULO 68.  Adiciónese el artículo 221A a la Ley 599 de 2000 el cual 
quedará así: 
 
ARTICULO 221A: INJURIA Y CALUMNIA CONTRA FUNCIONARIOS O 
EXFUNCIONARIOS PÚBLICOS: El que mediante injuria o calumnia 
debidamente comprobada pretenda atacar u obstruir las funciones 
constitucionales y legales de algún funcionario público, denunciando hechos 
falsos sobre él o sobre su familia, incurrirá en prisión de sesenta (60) a ciento 
veinte (120) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a mil quinientos 
(1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin que sea procedente 
algún beneficio o subrogado penal.   
 
Cuando quien profiera injuria o calumnia en contra de un funcionario o 
exfuncionario público o sobre su familia, sea representante legal o miembro 
de cualquier organización comunitaria, el juez de control de garantías 
ordenará a la autoridad competente que, previo el cumplimiento de los 
requisitos legales establecidos para ello, proceda a la suspensión o 
cancelación de la personería jurídica de la organización comunitaria a la que 
pertenece, en los mismos términos del artículo 91 de la Ley 906 de 2004. 
 
 

 
 FABIÁN DÍAZ PLATA  
Representante a la Cámara  
Departamento de Santander 

 


